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RESUMEN 

 

 

La Constitución Política incluye los artículos 229 y 8 de la Convención Interamericana 

sobre Derechos Humanos, que establecen que todas las personas tienen el derecho esencial de 

acceder a la justicia. Esto les permite demandar a las autoridades judiciales la protección de sus 

derechos y la resolución de sus conflictos (Humberto Sierra Porto, 2023). 

Desde este enfoque, la acción de tutela se presenta como un recurso constitucional 

accesible que se dirige a todas las personas que requieran la intervención del sistema judicial 

del Estado para salvaguardar sus derechos fundamentales. En el caso específico que se plantea, 

se pretende asegurar el derecho a la pensión de vejez y prevenir daños irreparables que puedan 

obstaculizar a las personas el ejercicio de su derecho a recibir la pensión bajo las condiciones 

previstas. 

Es fundamental resaltar que el derecho a la pensión está íntimamente vinculado con el 

derecho al trabajo, tal y como lo han señalado los principios consagrados en la Constitución y 

diversas resoluciones de las cortes. De esta manera, el Estado tiene la obligación de ofrecer una 

protección especial al derecho a pensión, ya que su propósito es garantizar el acceso a los 

derechos fundamentales, sobre todo en situaciones tan críticas como es el derecho a recibir una 

pensión, lo cual ha sido reiterado por la jurisprudencia de la Corte Constitucional. 
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. En este contexto, es esencial subrayar que la finalidad principal del sistema de pensiones 

radica en garantizar un ingreso mínimo y constante para aquellos trabajadores que han cumplido 

con los requisitos para acceder a una pensión. Este derecho, estrechamente vinculado con el 

derecho al trabajo reconocido en el artículo 25 de la Constitución, recibe una protección especial 

por parte del Estado. 

Es pertinente mencionar que la Ley 100 de 1993, también conocida como el marco legal 

de seguridad social y pensiones, establece los lineamientos y condiciones para acceder a la 

pensión de vejez. En sus artículos 33 a 37, se detallan los requisitos y procedimientos para el 

reconocimiento y acceso a este beneficio. 

En consecuencia, tanto la entidad responsable, ya sea Colpensiones o una administradora 

de fondos de pensiones privada, como el solicitante, deben cumplir con una serie de requisitos 

específicos durante el proceso de solicitud de la pensión de vejez. No obstante, en ocasiones, el 

cumplimiento de estos requisitos puede retrasar el proceso, lo que genera una situación de 

inquietud en el solicitante. 

Ante este escenario, el solicitante puede recurrir a la acción de tutela, como lo establece 

el Decreto 2591 de 1991, con el propósito de probar su legitimidad en la solicitud. Esta 

herramienta legal actúa como un mecanismo para salvaguardar el derecho a la pensión de vejez 

en casos en que se identifique una posible vulneración o amenaza a dicho derecho. 

Es importante tener en cuenta que para que la acción de tutela sea aceptada, es necesario 

cumplir con ciertos requisitos, entre ellos, la demostración de la afectación o amenaza al derecho 

a la pensión por parte del solicitante. 

 



7  

 

 

 

Palabras clave: pensión de vejez, Ley 100 de 1993, acción de tutela 

 

 

 

1 INTRODUCCIÓN 

 

 

 

El sistema de seguridad social en Colombia, particularmente el de pensiones, se creó 

con el fin de mejorar la calidad de vida de los ciudadanos, enfocándose en situaciones como la 

vejez, la invalidez y el fallecimiento. El derecho a recibir una pensión está íntimamente ligado 

al derecho al trabajo, y representa una protección clave para los trabajadores que cotizan. El 

Estado tiene el deber de ofrecer una protección especial a este derecho pensional, ya que es 

vital para garantizar el acceso a derechos fundamentales, como el derecho a la pensión (Duque, 

2015). 

 

La pensión de vejez tiene como propósito asegurar un ingreso mínimo y constante para 

quienes han cumplido con los requisitos establecidos tras años de trabajo. Durante el proceso 

de concesión de este beneficio, tanto la entidad encargada, sea Colpensiones o una 

administradora privada de fondos de pensiones, como el solicitante, deben cumplir con una 

serie de exigencias normativas. No obstante, es común que estos requisitos provoquen demoras, 

lo que puede generar angustia en quienes están solicitando su pensión. 
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A lo largo de los años, Colombia ha enfrentado serios desafíos en cuanto a la 

sostenibilidad de su sistema pensional, ya sea debido a la falta de políticas públicas adecuadas 

o a problemas económicos y de planificación que han impedido el fortalecimiento de este 

sector, del cual dependen muchos ciudadanos. 

 

Para situaciones en las que se ve comprometido el derecho a la pensión, el Decreto 2591 

de 1991 permite recurrir a la acción de tutela como mecanismo para que el solicitante pueda 

demostrar su legitimidad en la solicitud. Esta acción se presenta como una herramienta 

constitucional para proteger el derecho a la pensión de vejez, especialmente cuando hay 

evidencia de violación o amenaza a este derecho. 

 

El presente trabajo examina la relevancia jurídica de la tutela como un recurso 

constitucional para salvaguardar los derechos de los adultos mayores al momento de adquirir 

su derecho a la pensión. Se hace un repaso histórico de la evolución del sistema de pensiones 

en Colombia y se analizan los cambios normativos introducidos por la Ley 100 de 1993 y 

posteriormente por la Ley 797 de 2003, así como los requisitos para acceder a una pensión en 

el sistema tanto privado como público a través de Colpensiones. 

 

1 ARTICULO 1 LEGITIMIDAD DE INTERESES: “(…) La acción de Tutela podrá ser ejercida, en todo 

momento y lugar por cualquier persona vulnerable o amenazada en uno de sus derechos fundamentales, 

quien actuará por sí misma o a través de representante. Los poderes se presumirán auténticos (…)” 

(Tomado de Garantías judiciales de la Constitución)”. 
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En el siguiente capítulo, se llevará a cabo un análisis detallado de la acción de tutela 

como un recurso constitucional clave para garantizar el derecho a la pensión dentro del sistema 

pensional colombiano. Se estudiarán casos destacados, evaluando cómo esta herramienta ha 

sido utilizada para proteger los derechos de los adultos mayores en el ámbito pensional. 

 

Es importante destacar que este trabajo es producto de una investigación cualitativa 

realizada bajo el método hermenéutico, alejándose de la utilización de inteligencia artificial en 

el proceso de creación y análisis. El enfoque se ha centrado en un estudio riguroso y profundo 

de la normativa y casos prácticos. Tal como señala Arrieta (2018), el ejercicio de la dogmática 

jurídica implica una reflexión crítica en torno al derecho laboral y la seguridad social, lo que 

requiere una comprensión integral y humana, basada en la interpretación detallada de los textos 

y principios jurídicos, sin la intervención de procesos automatizados. 

 

2. JUSTIFICACIÓN DEL PROBLEMA DE INVESTIGACIÓN 

 

 

“(…) La acción de tutela nació en la Asamblea Constituyente de 1991, la cual fue una 

alternativa para solucionar las enormes falencias de nuestro sistema de administración de 

Justicia (…)”.  Humberto Sierra Porto, 2023, p15) La acción de tutela vista  como un elemento 

fundamental para el acceso a la justicia de todo ciudadano.  

Este procedimiento constitucional permitió que muchos ciudadanos comenzaron a 

gozar de una serie de derechos que no tenían. Uno, de ellos es el que está consagrado en el 

artículo 48 de la Constitución Política, en cual establece “el derecho irrenunciable a la 

Seguridad Social”. Sin embargo, se evidencia que existen tramites engorroso que las 
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administradoras de fondos de pensiones incluyendo Colpensiones. 

 

Duque (2015) señala que el sistema de pensiones en Colombia se divide en dos 

regímenes: el régimen privado y el público. En ambos casos, el principio de sostenibilidad 

financiera es clave para garantizar el derecho fundamental a la pensión de los ciudadanos de 

manera continua y a largo plazo. Sin embargo, persisten desafíos importantes, como los 

problemas de cobertura e insostenibilidad. En el Régimen de Prima Media con Prestación 

Definida (RPM), esto se manifiesta en la baja proporción de cotizantes activos, lo que genera 

un desequilibrio fiscal considerable. Este desajuste surge de la diferencia entre los ingresos por 

cotizaciones y el valor de las pensiones a pagar, lo que requiere que el Estado subsidie el déficit 

con recursos destinados al gasto público social. 

Por otro lado, Vecino Celedón (2023) destaca que las preocupaciones no se limitan al 

régimen público. En los fondos privados administrados por las Administradoras Privadas de 

Fondos de Pensión (AFP), muchos trabajadores se afilian sin conocer detalles esenciales sobre 

su pensión. Un ejemplo de esto es la falta de comprensión sobre los montos necesarios para 

financiar una mesada de $1.400.000 COP, que requeriría aproximadamente $338 millones 

COP, una suma que podría tomar más de 30 años alcanzar, dependiendo del nivel de salarios 

cotizados. Esto pone en riesgo la posibilidad de alcanzar una pensión, obligando a algunos 

trabajadores a optar por la devolución de saldos o recurrir a la pensión mínima. 

Ante estos problemas, muchos adultos mayores se ven en la necesidad de acudir a la 

justicia para reclamar su derecho a la pensión, a menudo utilizando la acción de tutela como 

recurso. Este mecanismo judicial se emplea para legitimar su demanda, con el fin de que un 
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juez obligue a las entidades responsables a cumplir con sus obligaciones. En este contexto, 

resulta clave analizar cómo la Corte Constitucional ha resuelto casos similares en el pasado, lo 

que proporcionará una base sólida para el estudio en curso. 

 

3. PREGUNTA DE INVESTIGACIÓN 

 

¿Es la acción de Tutela un medio efectivo de protección de la pensión de Vejez  y cómo 

contribuye a la protección social? 

 

 
4. OBJETIVOS DE INVESTIGACIÓN 

 

 

5.1 Objetivo general: 

 

Analizar el papel de la acción de tutela como medio efectivo de protección en la pensión 

de Vejez  y evaluar su impacto en la protección social. 

5.2 Objetivos específicos. 

 

1. Evaluar el alcance y la efectividad de la acción de tutela como medio transitorio para 

obtener la pensión de vejez, a través del estudio de casos reales, con el fin de determinar si este 

mecanismo ha logrado brindar una protección adecuada a los ciudadanos y si se han evitado 

perjuicios irreparables en sus derechos. 

 

2. Identificar y analizar los principales desafíos y obstáculos que impiden que las 

personas puedan solicitar y acceder de manera efectiva a la pensión de vejez. Esto incluye 

examinar las barreras legales, administrativas y judiciales que dificultan el proceso, con el fin 
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de proponer recomendaciones y mejoras en el sistema de protección social. 

5. DISEÑO METODOLÓGICO 

 

5.1 Tipo de estudio. Revisión documental, doctrinaria y jurisprudencial. 

 

Para el presente trabajo, se propone utilizar una metodología de investigación mixta 

que combine elementos descriptivos y documentales. En primer lugar, se llevará a cabo un 

estudio descriptivo de la legislación colombiana actual sobre las pensiones, centrándose 

especialmente en la pensión de la vejez. Se revisarán documentos legales y normativos 

relevantes para comprender el marco legal vigente en esta materia. 

Además, se realizará un análisis de la jurisprudencia de la Corte Constitucional 

relacionada con la protección de los derechos fundamentales a la pensión de la vejez, 

especialmente aquellos casos en los que se haya utilizado la acción de tutela. Se examinarán 

las decisiones judiciales que hayan garantizado el acceso a la pensión de la vejez y su relación 

con otros derechos fundamentales, como el mínimo vital y móvil. 

En este sentido, se recopilarán tutelas relacionadas con las personas que han acudido a 

la jurisdicción para solicitar el otorgamiento de la pensión de la vejez, tanto a través de 

Colpensiones como de fondos privados. Se utilizarán fuentes de información confiables y 

actualizadas, como bases de datos especializadas y repositorios de documentos 

gubernamentales. Algunas de las fuentes consultadas serán VLEX, Legis. 
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5.1 Método de investigación: Cualitativa descriptiva. 

 

 

 

La presente investigación es de índole socio – Jurídica cualitativa-descriptiva, tal como 

lo expone (MARTINEZ 2011) “se fundamenta en las ideas surgidas de la epistemología pos- 

positivista y se pueden señalar varios enfoques: como la descriptiva, inductiva etc.”, ya que 

nuestro estudio es ¿Es la acción de Tutela un medio efectivo de protección de la pensión de 

Vejez  y cómo contribuye a la protección social? 

 

Este método es propio y especial para esta investigación, dado que la investigación 

cualitativa busca es analizar un fenómeno en especial, en este caso la tutela como método para 

la protección del derecho a la pensión. 

De lo anterior se puede inferir que el incumplimiento de estos principios afecta a la 

sociedad y proporciona datos sobre la forma en que se ha gestionado el sistema pensional y su 

eficiencia. Este análisis permite adoptar un enfoque cualitativo en la investigación. Según 

Casilimas (2002), "la investigación cualitativa se realiza por la vía de la construcción de 

consensos fundamentados en el diálogo y la intersubjetividad". En este contexto, surge el 

concepto de triangulación, que se aplica tanto a las fuentes como a los métodos, investigadores 

y teorías empleados en la investigación. Este concepto reconoce que la realidad humana es 

diversa, y que los actores sociales implicados en su producción y comprensión tienen 

perspectivas diferentes, las cuales no son ni más válidas ni más verdaderas de manera absoluta, 

sino que son más completas o incompletas según el enfoque de análisis. 
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Por lo anterior, este enfoque cualitativo está destinado para el presente trabajo a 

determinar la realidad de los fenómenos estudiados. Buscando información amplia sobre el 

tema en estudio, delimitando de manera general descriptiva, en un lenguaje común. Para lo cual 

es necesario describir, cada uno de los aspectos a investigar, para concluir como se da la 

eficacia jurídica en contraste con los hechos. 

 

 
5.2. Alcance de la investigación; Descriptivo. 

 

 

Este alcance aplica a esta investigación, toda vez que lo que nos interesa es describir el 

fenómeno social de la pensión, como repercute en la actualidad social colombiana y la 

preponderancia para el sector poblacional de los adultos que han cumplido lo que el 

ordenamiento jurídico colombiano establece como requisitos para recibir la pensión de vejez.  

 

De igual manera, el método científico se presenta como un procedimiento destinado a 

abordar diversas vicisitudes que requieren soluciones particulares. Cada ciencia posee un 

método científico específico. En este caso, resulta relevante destacar que el método científico 

más adecuado para emplear en nuestro estudio es el descriptivo, ya que nos permite profundizar 

en todos los aspectos del problema de investigación. Como señala Ibáñez (2008), "(…) la 

investigación descriptiva se lleva a cabo cuando queremos mostrar las características de un 

grupo, de un fenómeno o de un sector, a través de la observación y medición de sus elementos". 

La información proporcionada por este tipo de análisis no solo cumple una función informativa, 

sino que también se convierte en un fin en sí mismo (…)”. 
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6. MARCO TEÓRICO 

 
El estudio de esta investigación es todo lo concerniente al procedimiento constitucional, 

en este caso la acción de tutela, y la pensión de vejez por lo cual analizaremos diferentes casos, 

en los que los ciudadanos acudieron a un juez de la república para reclamar su derecho 

fundamental. 

Por lo cual el juez constitucional a través de la sana crítica y evaluados los elementos 

aportados por parte del tutelante, concederá la petición en virtud de los propósitos o finalidades 

pretendidos por el constituyente. Así se concibe en el artículo 86 de la Constitución. 

Con esta investigación pretendemos un enfoque holístico y práctico. 

 

En cuanto a nuestro problema de investigación veremos, ¿Es la acción de Tutela un 

medio efectivo de protección de la pensión de Vejez  y cómo contribuye a la protección social? 

 

Puede sintetizarse, que es un tema actual, útil para en análisis del cómo la tutela se 

ve como un paraguas que cubre muchos derechos, en nuestro caso particular la protección al 

acceso a la pensión de vejez. 

En Colombia, cuando escuchamos hablar a los adultos mayores que no 

alcanzaron o no van a alcanzar a pensionarse, nos llevamos una gran desilusión de lo que es el 

sistema pensional colombiano, en el cual el papel del estado juega una importante posición 

debido al garantismo estatal en la prestación de los servicios y en más a satisfacer las 
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necesidades del conglomerado social, esto es, garantizando aquellas contingencias que de 

origen se regulen por las normas relativas a las de la seguridad social. 

En el día de hoy hay grandes limitaciones por parte del estado, esto es falta 

de políticas sociales, económicas, culturales etc., que permitan que de alguna manera se pueda 

llegar a la satisfacción de las necesidades de la comunidad 

En primera medida, definiremos: 

 

 ¿Qué es seguridad social? La ley 100 de 1993 en Colombia, que es el marco legal 

general de la seguridad social, define a esta de la siguiente forma: “(…) La Seguridad Social 

Integral es el conjunto de instituciones, normas y procedimientos, de que disponen la persona 

y la comunidad para gozar de una calidad de vida, mediante el cumplimiento progresivo de los 

planes y programas que el Estado y la sociedad desarrollen para proporcionar la cobertura 

integral de las contingencias, especialmente las que menoscaban la salud y la capacidad 

económica, de los habitantes del territorio nacional, con el fin de lograr el bienestar individual 

y la integración de la comunidad.(…)”  

“(…) Todo empleador debe afiliar a sus empleados tanto al sistema de salud, como 

al de pensión y riesgos laborales. La salud es gestionada por las EPS. La pensión es gestionada 

por los fondos de pensión. Los riesgos laborales son gestionados por las ARL. (“¿Qué es la 

seguridad social? | Gerencie.com”) La cotización a pensión es del 16% distribuida así: 4% 

aporta el trabajador y 12% aporta el empleador. El trabajador elige la EPS y el fondo de pensión 

donde se quiere afiliar (…)”. 
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El empleador elige la ARL donde desea afiliar a sus trabajadores. En el caso de los 

trabajadores independientes, son estos quienes deben afiliarse al sistema de seguridad social y 

realizar las cotizaciones respectivas. Ahora bien, mirando otras definiciones tenemos que el 

autor doctrinario Ricardo Nugent define a la seguridad social de la siguiente manera: “(…) La 

seguridad social es el resultado de un largo proceso histórico derivado del estado de inseguridad 

en que vive el hombre, desde los albores de la humanidad (…)”. Para la leyenda judeocristiana 

ese estado de inseguridad se inició cuando fue expulsado del paraíso terrenal, en ejecución de 

la primera sentencia de que se tiene noticia. (Génesis, 3:18-19).  

 

De acuerdo con lo anterior vemos que el hombre siempre ha tenido necesidad desde 

los inicios de la humanidad, en satisfacer las necesidades originadas de su existencialismo, esto 

es, la vida, salud y la garantía de pasar una buena y sana vejez. Ahora bien, otro de los conceptos 

que surgen es ¿Qué es una pensión? “(…) Es cualquiera de las prestaciones económicas que 

reciben mensualmente los trabajadores, bien sean dependientes esto es, cuando tienen un 

contrato de trabajo, bien sea con una persona natural o una persona jurídica o independientes 

cuando no hay una relación contractual, o sea, que no dependen de un empleador o empresa; 

en el momento de su retiro con base “los aportes que hicieron a un fondo de Pensión Obligatoria 

durante su vida laboral (…)” (Amaya, 2019)  
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La pensión bien puede ser: Pensión de vejez, “(…) cuando se recibe al término de 

las semanas, años cotizados y valor acumulado en el fondo de pensiones, o sea cuando cumple 

con lo estipulado en el ordenamiento jurídico, en este caso el colombiano, que establece que 

debe de tener cotizados cómo mínimo 1300 semanas en el RPM y 1150 semanas en el RAIS y 

la edad requerida es de 62 años para los hombres y 57 años para las mujeres” (Congreso de la 

República, 1993) Pensión de invalidez, “cuando se está incapacitado y la calificación de la 

pérdida de la capacidad laboral está por parte de la autoridad competente para emitir esa 

calificación la pone en más del 50% para laborar(…)” (Ley 100 de 1993).  

 

Por su parte la Pensión de Sobrevivencia, “(…) cuando el trabajador muere y la 

reciben quienes lo sobreviven, esto es, los integrantes de su núcleo familiar, pueden ser sus 

hijos hasta los 18 años o hasta los 25 años que estén incapacitados para trabajar debido a sus 

estudios y/o su cónyuge o compañera permanente, sus hermanos inválidos, o a falta de alguno 

de los anteriores sus padres. La ley señala, quiénes son los beneficiarios de la pensión de 

sobrevivientes, y no pueden ser otros que los familiares del pensionado o causante”, tal como 

lo señala el artículo (13 de la ley 797 de 2003, que modificó los artículos 47 y 74 de la ley 100 

de 1993) (…)”  

Principio de sostenibilidad y estabilidad fiscal “(…) Desde nuestro enfoque 

economicista que le estamos dando a nuestra investigación, estos principios están establecidos 

en el (Acto Legislativo 03 de 2011) el cual modifica el artículo 334 de la Constitución Política 
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y estipula que: “La dirección general de la economía estará a cargo del Estado. Este intervendrá, 

por mandato de la ley, en la explotación de los recursos naturales, en el uso del suelo, en la 

producción, distribución, utilización y consumo de los bienes, y en los servicios públicos y 

privados, para racionalizar la economía con el fin de conseguir en el plano nacional y territorial, 

en un marco de sostenibilidad fiscal (...) La sostenibilidad fiscal debe orientar a las Ramas y 

Órganos del Poder Público, dentro de sus competencias, en un marco de colaboración 

armónica. (El sistema de pensiones: reformas y finanzas públicas, 2011). (…)”. 

 

 ¿Qué es la acción de tutela? (…) La acción de tutela es una herramienta para todas 

las personas, cuyo objeto radica en la protección de forma inmediata de los derechos 

constitucionales fundamentales cuando estos se encuentren en estado de vulneración o en 

amenaza por la acción u omisión de autoridad o de algún particular. (…)” (Decreto 2591 1991). 

(Ávila 2019, p 20).  

 

 

7. MARCO JURÍDICO. 

 

, fue la Ley 100 de 1993 la que desarrolló la arquitectura del modelo actual de 

pensiones. 

 

Cuando se interpone una acción de tutela, es fundamental que el juez constitucional 

interprete los principios que rigen la seguridad social desde una perspectiva finalista, 

especialmente en casos complejos relacionados con el acceso a la pensión de vejez. En la 
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literatura jurídica, el principio de solidaridad se define de la siguiente manera: 

 

El principio de solidaridad pensional “(…) alude a la financiación del sistema y 

constituye, sin duda, la razón de ser de la seguridad social. A través del cumplimiento de este 

principio, los miembros de una sociedad pueden contribuir con sus aportes financieros a la 

estabilidad y mantenimiento del sistema de seguridad social, lo cual debe realizarse de manera 

proporcional a la capacidad económica de cada individuo, fomentando la solidaridad 

intergeneracional (…)”. 

Dentro del marco jurídico, también se encuentra el principio pro-operario. Según la 

Corte Constitucional, en la Sentencia No. C-168/95, el Código Laboral, en su artículo 21, 

establece el principio de favorabilidad: “(…) en caso de conflicto o duda sobre la aplicación 

de normas laborales vigentes, prevalece la norma más favorable al trabajador”. Esto implica 

que, ante la existencia de varias normas que regulan una misma situación de manera diferente, 

se debe aplicar la que resulte más beneficiosa para el trabajador. Este principio difiere del "in 

dubio pro-operario", que establece que toda duda debe resolverse en favor del trabajador 

cuando solo hay un precepto que regula la situación-(…)” (Corte Constitucional, 1995). 

 

2 “La Pensión De Invalidez En Colombia” Suárez Angulo, 201, P. 10) 

En nuestra Constitución Política se establecen importantes principios relacionados 

con la pensión de vejez. El Artículo 13 establece que “(…) todas las personas nacen libres e 

iguales ante la ley, con derecho a la misma protección y trato por parte de las autoridades. Este 

artículo también resalta la responsabilidad del Estado en promover condiciones que hagan 
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efectiva esta igualdad y en proteger a aquellos que se encuentran en circunstancias de debilidad 

manifiesta (…) (Constitución Política de Colombia, 1991). 

 

El Artículo 42 define a la familia como “(…) el núcleo fundamental de la sociedad, 

constituyéndose por vínculos naturales o jurídicos, ya sea por matrimonio o por la voluntad de 

los integrantes (Constitución Política de Colombia, 1991). Asimismo, el Artículo 46 establece 

que el Estado, la sociedad y la familia colaborarán para la protección y asistencia de las 

personas de la tercera edad, garantizando su integración a la vida activa y comunitaria. El 

Estado también debe asegurarles servicios de seguridad social integral y subsidios alimentarios 

en casos de indigencia (…)”. 

 

El Artículo 48 garantiza a todos los ciudadanos el derecho irrenunciable a la 

seguridad social, que debe ser un servicio público obligatorio, administrado bajo los principios 

de eficiencia, universalidad y solidaridad (Constitución Política de Colombia).
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Por su parte, el Artículo 53 del mismo documento establece que el Congreso deberá expedir un 

estatuto del trabajo que considere principios fundamentales como la igualdad de oportunidades, 

la estabilidad en el empleo y la seguridad social (Zambrano, 2009). 

 

“(…) El Artículo 86 menciona que la acción de tutela protege los derechos 

fundamentales de los ciudadanos, no solo de posibles transgresiones por parte de las 

autoridades, sino también por abusos de particulares en situaciones de privilegio (Corte 

Constitucional, 2020). Esta acción se reglamenta en el Decreto 2591 de 1991, el cual enfatiza 

que los convenios internacionales ratificados forman parte de la legislación interna. (…)” 

 

“(…) La Ley 100 de 1993 establece en su Artículo 36 un régimen de transición para 

la edad de acceso a la pensión de vejez, que se fijará en 55 años para mujeres y 60 años para 

hombres hasta 2014, incrementándose posteriormente (Corte Constitucional, 2020). En este 

contexto, la Ley 797 de 2003 regula los requisitos para obtener la pensión, especificando que 

para acceder a este derecho se debe tener una edad mínima de 55 años para mujeres y 60 años 

para hombres, además de haber cotizado al menos 1000 semanas (…)” (Congreso de la 

República, 2023). 

 

En cuanto a las reformas, la Corte Constitucional ha modificado la exigencia de 

semanas de cotización para las mujeres, considerando la sostenibilidad financiera y el enfoque 

de género, con un plazo hasta el 31 de diciembre de 2025 para que el Congreso adopte un nuevo 
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régimen (Comunicado de la Corte Constitucional, 2023). 

El marco jurídico del régimen pensional en Colombia, según el Artículo 48 de la 

Constitución de 1991, garantiza el derecho a la seguridad social y establece que este es un 

servicio público bajo la supervisión del Estado, basado en principios de eficiencia y solidaridad. 

La acción de tutela, según el Artículo 86, es un mecanismo residual que protege los derechos 

fundamentales en caso de vulneraciones, siempre y cuando no existan otros medios idóneos 

(…)”. (Corte Constitucional, 2011). 

En el caso de “Evelio Mateus Galeano”, la Corte Constitucional determinó que 

Colpensiones vulneró sus derechos al negarle el reconocimiento de su pensión, basándose en 

el Decreto 758 de 1990 (Corte Constitucional, 2016). Esto refleja la importancia de un marco 

normativo claro y de la defensa de los derechos en el acceso a la seguridad social, tal como lo 

establece la Ley 100 de 1993. 

 

CAPITULO 1 

La protección frente a contingencias como la vejez, la invalidez o la muerte está 

respaldada por la seguridad social, la cual se establece como un derecho fundamental en el 

Artículo 48 de la Constitución Política de Colombia. Este artículo establece que la seguridad 

social es un servicio público obligatorio, garantizado y prestado por el Estado, bajo los 

principios de eficiencia, universalidad y solidaridad, de acuerdo con lo que disponga la ley. 

Además, se señala que este derecho es irrenunciable para todos los habitantes del país 

(Constitución Política de Colombia, 1991). 
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La Corte Constitucional ha precisado los alcances de este derecho. En su 

jurisprudencia, se afirma que "la fundamentalidad de un derecho constitucional no depende 

solamente de la naturaleza del derecho, sino también de las circunstancias del caso. La vida, la 

integridad física y la libertad son derechos fundamentales dado su carácter inalienable. En 

cambio, la seguridad social es un derecho constitucional desarrollado en la ley que, en 

principio, no ostenta el rango de fundamental, salvo que las circunstancias concretas permitan 

atribuirle esta connotación por su importancia imprescindible para la vigencia de otros derechos 

fundamentales" (Corte Constitucional, 1992, sentencia T-491). 

 

No obstante, la protección de la vejez depende en gran medida de las condiciones 

laborales y del régimen al que el ciudadano esté afiliado. Para atender las necesidades de la 

población, se han creado dos regímenes pensionales, cada uno con requisitos específicos para 

acceder a la pensión de vejez. Sin embargo, el sistema actual ha demostrado ser insuficiente 

para cubrir las demandas de la población. 

Ante esta situación, los ciudadanos que cumplen con los requisitos para obtener la 

pensión de vejez, ya sea a través de Colpensiones o de un fondo privado, enfrentan trámites 

engorrosos debido a las demoras en el servicio, a pesar de haber presentado las solicitudes 

correspondientes por los diferentes canales establecidos. Si un solicitante se encuentra en una 

situación de perjuicio irremediable por la omisión de la entidad en el trámite de su pensión, 

puede recurrir a la acción de tutela como mecanismo constitucional transitorio. Esto significa 

que el ciudadano que considere ser titular de dicho derecho puede reclamar ante una autoridad 

judicial para agilizar el pago de su pensión, ya sea de un fondo privado o público (Corte 
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Constitucional, 2021, sentencia T-307). 

 

Conforme al Artículo 5 del Decreto Ley 2591 de 1991, "la acción de tutela procede 

contra toda acción u omisión de las autoridades que haya violado, viole o amenace violar 

cualquiera de los derechos de que trata el artículo 2 de esta ley". La norma también señala que, 

de acuerdo con los artículos 42 a 45 y el inciso final del Artículo 86 de la Constitución, la tutela 

puede proceder contra acciones u omisiones de particulares. Este mecanismo se define como 

preferente, cautelar, residual y sumario, aplicable a particulares que presten un servicio público, 

cuyas acciones afecten gravemente el interés colectivo, o en situaciones donde el solicitante se 

encuentre en estado de subordinación o indefensión (Corte Constitucional, 1991). 

1.1 CONTEXTO HISTÓRICO 

El Sistema de Seguridad Social en Colombia experimentó una transformación 

significativa hasta el año 1993, enfrentando una serie de problemas estructurales que 

obstaculizaban su desempeño. Entre los principales inconvenientes se encontraba la inequidad 

en su cobertura, la cual no se ajustaba a la realidad económica e histórica del país. Según 

Lalande y Vargas (2020), el sistema existente en ese momento era "poco viable en el tiempo". 

 

 

 

 

 

 

 

7 corte Constitucional: (Magistrada Ponente Cristina Pardo Schlesinger) Sentencia T-307/21 
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La promulgación de la Ley 100 de 1993 representó un avance significativo al introducir 

cambios sustanciales en el sistema de seguridad social en Colombia. Esta legislación facilitó la 

creación de dos regímenes pensionales que aún están vigentes para la obtención de la pensión 

de vejez. 

Uno de estos regímenes es el Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad 

(RAIS), el cual se basa en “(…) un sistema de capitalización. En este modelo, cada afiliado 

cuenta con una cuenta de ahorro individual en el Sistema General de Pensiones, donde se 

registran sus aportes destinados exclusivamente a financiar su futura pensión. Además, a esta 

cuenta se le suman los rendimientos generados trimestralmente y, si aplica, el valor del bono 

pensional (Ministerio del Trabajo, 2019). 

Es importante destacar que las pensiones de vejez no dependen únicamente del 

cumplimiento de requisitos relacionados con la edad y el tiempo de cotización, sino que 

también se requiere alcanzar un capital mínimo. Actualmente, los adultos mayores que desean 

acceder a su pensión pueden hacerlo a través de las siguientes Administradoras de Fondos de 

Pensiones (AFP), que son: PROTECCIÓN, PORVENIR, OLD MUTUAL y COLFONDOS 

(…)” Requisitos para la Pensión de Vejez 

 

Los afiliados al Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad (RAIS) tienen la 

posibilidad de optar por la pensión a la edad que elijan, siempre que el capital acumulado en 

su cuenta de ahorro individual les permita recibir una pensión mensual superior al 110 % del 

salario mínimo legal vigente (Azuero, 2020). Además, la Garantía de Pensión Mínima de Vejez 
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(GPM) es una prestación económica destinada a quienes, alcanzando los 62 años en el caso de 

hombres y 57 años en el caso de mujeres, no logran generar la pensión mínima estipulada en 

el artículo 35 de la Ley 100 de 1993. Para ser elegibles, deben haber cotizado al menos 1,150 

semanas a lo largo de su vida laboral y no haber acumulado el capital necesario para acceder a 

una pensión superior al 110 % de un salario mínimo (Cerón, 2023, p. 15). 

 

El monto de la pensión se determinará en función del capital acumulado en la cuenta 

del trabajador, incluidos los rendimientos financieros generados. Este cálculo también 

considerará la modalidad pensional elegida y un análisis actuarial sobre la duración de la 

pensión, basándose en la proyección de vida del afiliado, así como de su cónyuge e hijos, 

dependiendo de la modalidad seleccionada (Cerón, 2023). 

 

Modalidades Pensionales en el RAIS 

 

“(…) La Sentencia SL3898 de 2019 de la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema 

de Justicia estableció varias modalidades pensionales dentro del RAIS. Aunque inicialmente 

se definieron tres modalidades, estas se ampliaron a siete mediante la Circular 013 de 2012, 

emitida por la Superintendencia Financiera de Colombia (Superintendencia Financiera de 

Colombia, 2012). Según Machado (2020), las modalidades principales incluyen la renta 

vitalicia, en la que una aseguradora paga una mesada hasta la muerte del pensionado, y el retiro 

programado, en el que la Administradora de Fondos de Pensiones ajusta anualmente el monto 
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de la mesada de acuerdo con los recursos disponibles en la cuenta del afiliado” (…) 

 

Devolución de Saldos 

 

Cerón (2023) señala que cuando un afiliado no cumple los requisitos para obtener la 

pensión de vejez en el RAIS, se le devolverá el saldo acumulado en su cuenta de ahorro 

individual, incluyendo tanto los aportes como los rendimientos generados. Es importante 

destacar que, según la Ley 100 de 1993, modificada por la Ley 860 de 2003, existen otros 

beneficios pensionales, como pensiones por invalidez o por fallecimiento, para aquellos que 

dejen beneficiarios acreditados (Cerón, 2023, p. 20). 

 

Régimen de Prima Media Con Prestación Definida (RPM) 

 

El RPM se define como el sistema en el que los afiliados o sus beneficiarios reciben 

pensiones de vejez, invalidez y sobrevivientes, una vez que cumplen con los requisitos 

establecidos por la ley. Colpensiones es responsable de gestionar estos beneficios (Ministerio 

del Trabajo, 2019). Los requisitos para acceder a la pensión de vejez son cumplir 57 años para 

las mujeres y 62 años para los hombres, así como tener 1,300 semanas de cotización. Sin 

embargo, la Corte Constitucional ha declarado inconstitucional un apartado de la Ley 797 de 

2003 que exigía la misma cantidad de semanas para ambos géneros, argumentando que esta 



29  

norma violaba el derecho de las mujeres a recibir protección especial en el ámbito de la 

seguridad social (Universidad La Salle, 2023). 

 

Cálculo de la Pensión de Vejez 

De acuerdo con el Ministerio del Trabajo (2019), el monto de la pensión se calcula 

tomando el promedio de los salarios sobre los que el afiliado ha cotizado durante los últimos 

diez años previos al reconocimiento de la pensión. La pensión mensual oscila entre el 65 % y 

el 80 % del ingreso base de liquidación. Para aquellos que han cotizado 1,300 semanas, la 

pensión será del 65 % del ingreso base. Si el afiliado ha cotizado más de 1,300 semanas, el 

porcentaje se incrementará en 1.5 % por cada 50 semanas adicionales, sin que el monto supere 

el 80 % del ingreso base ni sea inferior al salario mínimo legal vigente (Ministerio del Trabajo, 

2019). 

 

Indemnización Sustitutiva 

 

Azuero (2020) menciona que el artículo 14 de la Ley 100 de 1993 contempla una 

indemnización para aquellos afiliados que no cumplan con los requisitos para acceder a la 

pensión de vejez. Este beneficio se aplica a quienes, alcanzando las edades mínimas requeridas, 

se retiran de manera definitiva de sus actividades económicas sin haber acreditado las 1,300 

semanas exigidas, otorgándoles una indemnización equivalente al valor de los aportes 

realizados durante su vida laboral, ajustado por el Índice de Precios al Consumidor (IPC). 
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Cerón (2023) “(…) afirma que es decisión de cada afiliado elegir el régimen pensional 

al que desea pertenecer, conociendo las diferencias y el funcionamiento de cada uno. El sistema 

pensional establecido por la Ley 100 de 1993 se basa en principios como la eficiencia, la 

universalidad y la solidaridad. Para 1996, se registró un aumento significativo en el número de 

afiliados, con cerca de 2,000,000 de cotizantes en sus primeros años de operación (Cerón, 2023, 

p. 20). Aunque entre 1994 y 2008 la proporción de afiliados creció del 25.5 % al 52 %, la 

cobertura real pasó del 20.1 % al 28.5 % (Londoño, 2015, p. 8). A abril de 2021, más de 

25,000,000 de personas estaban afiliadas al Sistema General de Pensiones, lo que refleja un 

avance en comparación con 1993, aunque este número requiere un análisis más profundo para 

determinar la efectividad del sistema (…).” 

 

Figura 1. El Sistema Pensional de vejez 
 

 

 

Morales, J. (2022). Los fondos de pensiones privados alcanzaron más de 18 millones de afiliados a 

enero. La República 
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31  

Es importante precisa que desde 2022, la RAIS “se pasó de tener un poco más de un 

millón de afiliados en 1994 (Venegas, 1996) a contar con 18 008 314 afiliados para diciembre 

de 2022 (Morales, 2022), sin embargo, se cuenta con el mismo problema que se enunció, 

debido a que no todos los afiliados se encuentran activos y cotizando mes a mes”. (Cerón, 2023, 

p. 15) 

Figura 2. Afiliados AFP 2022 

 

Morales, J. (2022). Los fondos de pensiones privados alcanzaron más de 18 millones de afiliados a 

enero. La República 

 

 

 

Como puede verse en las gráficas el número de afiliados al sistema de pensiones en 

Colombia se ha incrementado, durante los últimos años. Haciendo un especial en énfasis en el 

RAIS, esto se evidencia en la información consultada de la Superintendencia Financiera y 

recolectada por parte del Banco de la República, el 71 % de los afiliados para el año 2021 

pertenecían al RAIS. (Cerón, 2023, p 22) 

12.000.000 

10.000.000 

8.000.000 

6.000.000 

4.000.000 

2.000.000 

COLFONDOS PORVENIR PROTECCION OTRAS 

AFILIADOS AFP 



32  

Figura 3. Afiliados al sistema de pensión de vejez, 2004-2019 
 

 

 

 

 

 
Morales, J. (2022). Los fondos de pensiones privados alcanzaron más de 18 millones de afiliados a enero. La 

República 

 

Esta grafica muestra aumento de cotizantes de pensión de vejez, con la tendencia 

demográfica. 

En relación con el monto de pago para la pensión, se establece que el aporte total a la 

pensión es del 16% del salario base mensual del trabajador. De este porcentaje, el empleador 

contribuye con un 12% y el trabajador con un 4% (Actualícese, 2023).
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1.2 P R O B L E MA T IC A S  P A R A  A C C E D E R  A  L A  P E N S IÓ N  D E  V E J EZ  

T A N T O  E N  R A I  Y R P M  

 

Para analizar los posibles problemas que aquejan a la población Colombia para acceder 

a la pensión de vejez. En palabras de (Avellaneda, 2022) En un blog de la Universidad 

Externando de Colombia tenemos que existen dos regímenes anteriormente, desarrollados en 

el presente documento: 

(…) El régimen de Colpensiones 

 

En el RPM los aportes realizados por las empresas y los trabajadores van a un 

fondo público que pretende garantizar la pensión de quienes cumplan las 

condiciones de edad y de semanas mínimas de cotización. El principio del RPM 

es: los jóvenes de hoy contribuyen a garantizar la pensión de los viejos de hoy. 

El sistema es exitoso si se cumplen dos condiciones: una relativa estabilidad 

demográfica, e impedir el aumento de la pensión en el último momento de la 

vida laboral del individuo para evitar abusos. (Avellaneda, 2022) 

 

 

 

(…) El régimen de los fondos privados 

 

En el RAIS los trabajadores pueden pensionarse a la edad que quieran, siempre 

y cuando los aportes hechos a su cuenta individual les permitan obtener una 

pensión mensual superior al 110 % del salario mínimo. 
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El monto de la pensión depende del valor de los aportes hechos, incluidos los 

rendimientos, y del cálculo sobre la duración probable de la pensión. Dicho 

cálculo depende de la edad del pensionado, de su cónyuge y de los hijos que 

puedan tener derecho a la pensión. 

El cotizante debe someterse a los vaivenes del mercado financiero, porque la 

tasa de rendimiento es incierta. El principio del RAIS es: el joven de hoy 

invierte sus recursos en el sistema financiero para obtener una pensión que 

depende de las rentabilidades del mercado de capitales. (…) (Avellaneda, 2022) 

“(…) En el RAIS se pierde el apoyo intergeneracional del RPM. 

Además, el trabajador debe enfrentarse a los movimientos de los mercados 

financieros y bursátiles, y el monto de su pensión será función del albur del ciclo 

de las bolsas. (…)”. 

1.3 (…) Problemas del sistema de pensiones 

 

Ninguno de estos modelos cumple el propósito del sistema pensional de 

garantizar a la población el amparo contra las contingencias de la vejez, 

invalidez o muerte. Para entenderlo, más ampliamente nos apoyaremos en 

(Avellaneda, 2022): 

Por eso se necesitan cambios radicales. Algunos de los problemas del 

sistema pensional son: 
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“(…) Los dos sistemas son subsidiados por el Estado. El RAIS no se 

autofinancia, porque la garantía de pensión mínima puede cumplirse únicamente 

con los recursos públicos. Además, los regímenes fallan en cobertura, 

sostenibilidad y equidad. Si desea avanzarse hacia la universalización de las 

pensiones, deberá mejorarse el recaudo de impuestos generales: no basta con 

ampliar la cobertura del RAIS. (Avellaneda, 2022) 

Altas comisiones. Las comisiones de administración y seguros que 

cobran los fondos de pensiones son el 3% de los aportes. Las comisiones de 

administración podrían disminuir; los recursos que manejan los fondos privados 

son enormes: 358 billones de pesos. 

Monopolio económico. El monopolio de Porvenir y Protección debería 

acabarse. Porvenir pertenece al Grupo Aval y Protección al Grupo Empresarial 

Antioqueño (GEA). Estas entidades concentran el 85 % del ahorro pensional y 

así obstaculizan la competencia. 

Inversiones privadas. El destino de la inversión de los fondos de 

pensiones debe discutirse públicamente. El ahorro financiero de la sociedad 

debería apalancar inversiones productivas con efectos multiplicadores. Los 

recursos deben estimular la economía limpia, algo que aún no sucede. 

 intereses privados. Los fondos privados no deberían invertir en 

empresas del respectivo grupo económico, algo que se aprobó con el Decreto 

1486 de 2018, firmado un día antes de que acabara la presidencia de Santos. 
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Protección puede adquirir acciones de las empresas del GEA y Porvenir de las 

del Grupo Aval, pero estas operaciones dan prioridad a los intereses del grupo 

sobre los de los ahorradores< (…)”. (Avellaneda, 2022). 

 

Grosso modo, se ha evidenciado que existen numerosos obstáculos para acceder al 

derecho a la pensión de vejez en Colombia desde un impacto social. Sea por cobertura, 

sostenibilidad y equidad, también evidenciado las contingencias demográficas y la 

informalidad socioeconómica. Y en cuanto, al régimen de fondos privados se tiene por las 

fluctuaciones de capital que solo pueden ser abordadas a través de una reforma consciente del 

sistema de pensiones. 

 

En el siguiente capítulo, se presentarán la acción de tutela como salvaguarda transitoria 

para evitar perjuicios irreparables en las pensiones de vejez tomando como referencias 

decisiones de la Corte Constitucional tanto para fondos privados y públicos1. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
3 Avellaneda, P. (2022). Sistema de pensiones en Colombia: Funcionamiento, problemas y las salidas que 

proponen los candidatos presidenciales. Blog Universidad Externado de Colombia. Recuperado de 

https://www.uexternado.edu.co/colombia-el-reto-presidencial/sistema-de-pensiones-en-colombia-

funcionamiento-problemas-y-las-salidas-que-proponen-los-candidatos-presidenciales/ 
 

https://www.uexternado.edu.co/colombia-el-reto-presidencial/sistema-de-pensiones-en-colombia-funcionamiento-problemas-y-las-salidas-que-proponen-los-candidatos-presidenciales/
https://www.uexternado.edu.co/colombia-el-reto-presidencial/sistema-de-pensiones-en-colombia-funcionamiento-problemas-y-las-salidas-que-proponen-los-candidatos-presidenciales/
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II CAPITULO 2 PROCEDIMIENTO DE LA ACCIÓN DE TUTELA PARA 

OBTENER LA PENSIÓN DE VEJEZ. 

 

 

La Corte Constitucional ha reconocido la relevancia de salvaguardar el derecho 

fundamental a la pensión, implementando mecanismos de protección para los usuarios que han 

trabajado en años anteriores o que no tienen un plazo determinado para acceder a su pensión, 

ya sea en Colpensiones o en fondos privados. En este capítulo, se abordará la evolución de la 

Acción de Tutela, su naturaleza constitucional y su proceso, subrayando la importancia de la 

legitimación por activa y por pasiva, los tiempos de respuesta, y la función de la tutela como 

"mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable", especialmente en el derecho a 

obtener la pensión de vejez. 

 

2.1 Análisis Histórico de la Acción de Tutela 

 

Según López (2020), la Acción de Tutela se concibe como "un mecanismo 

constitucional sencillo y accesible para todas las personas, a fin de que soliciten al órgano 

jurisdiccional del Estado la protección de sus derechos fundamentales". Este mecanismo fue 

creado por la Asamblea Nacional Constituyente de 1991, ya que ninguna de las constituciones 

anteriores en Colombia había establecido un recurso similar. No obstante, la protección de los 

derechos esenciales siempre estuvo presente en los textos constitucionales del país. 
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Aunque la Acción de Tutela2 como la conocemos hoy se consagró en 1991, ya en la 

Constitución de 1821 el artículo 157 hacía referencia a "la libertad de los ciudadanos para 

reclamar sus derechos ante los depositarios de la autoridad" (Sierra Porto, 2023, p. 10). Por su 

parte, Henao (2003) señala que la tutela colombiana tiene su antecedente en la acción de 

amparo de México, creada a mediados del siglo XIX, la cual, a su vez, se inspiró en el habeas 

corpus del derecho británico. 

 

De manera similar, Esguerra (2023) menciona que "al menos en parte, la Acción de 

Tutela se inspiró directamente en el recurso de Judicial Revise del derecho anglosajón, el cual 

puede entenderse como una excepción de inconstitucionalidad o una aplicación preferente de 

la Constitución" (p. 25). 

 

En Colombia, la tutela quedó consagrada en el artículo 86 de la Constitución de 1991. 

Botero (2009) explica que "desde su creación, la Acción de Tutela se convirtió en un 

mecanismo eficaz de acceso a la justicia, caracterizado por su simplicidad, menor formalismo 

y menores exigencias probatorias en comparación con los mecanismos ordinarios" (p. 19). Este 

recurso permite proteger derechos fundamentales como la vida, la salud, la educación, el libre 

desarrollo de la personalidad y la libertad de expresión y religión, entre otros. 

 

Este mecanismo ha sido reconocido por su innovación en el ordenamiento jurídico 

colombiano, ya que exige un análisis riguroso por parte del juez constitucional y cuenta con un 

 

4 universidad Externado de Colombia. Recuperado de 

https://bdigital.uexternado.edu.co/entities/publication/634f48d7-e0e9-4d05-9bc1-970dfff71d8f 

https://bdigital.uexternado.edu.co/entities/publication/634f48d7-e0e9-4d05-9bc1-970dfff71d8f
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tribunal especializado para abordar asuntos de mayor complejidad. En palabras de Hernando 

(2003), "cuando los derechos constitucionales fundamentales se vean vulnerados o amenazados 

por cualquier autoridad, cualquier persona podrá solicitar, por sí misma o a través de un 

representante, la protección de dichos derechos" (p. 10). 

 

En este contexto, la tutela busca prevenir daños a los derechos fundamentales. Además, 

la Corte Constitucional ha señalado que este recurso es especialmente pertinente cuando el 

demandante pertenece a un grupo de especial protección constitucional, como las personas de 

la tercera edad. Someter a estas personas a un proceso ordinario prolongado aumentaría la 

incertidumbre sobre la protección de sus derechos fundamentales. En estos casos, la tutela se 

considera "el mecanismo de defensa judicial más adecuado y eficaz" (Corte Constitucional, 

s.f.). 

 

2.2 PROCEDIMIENTO DE LA ACCIÓN DE TUTELA CON SUS CARACTERÍSTICAS 

PARTICULARES 

 

 

De acuerdo con el Decreto 2591 de 1991, la acción de tutela tiene varias características 

fundamentales que la distinguen como un mecanismo efectivo de protección de los derechos 

fundamentales. Como señala la Escuela Judicial Rodrigo Lara Bonilla (2011), algunas de sus 

principales características incluyen: 

 

(…) Subsidiaria o residual: Procede únicamente cuando no se dispone de otro medio 

de defensa judicial. 

Inmediata: Busca otorgar sin dilaciones la protección solicitada. 
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Sencilla o informal: No presenta dificultades para su trámite. 

Específica: Está enfocada en la protección de derechos fundamentales. 

Eficaz: El juez debe emitir un pronunciamiento de fondo para conceder o negar el 

amparo del derecho. 

Preferente: Debe tramitarse con prelación sobre otros asuntos, a excepción del habeas 

corpus, y los plazos establecidos son perentorios e improrrogables. 

Sumaria: Es breve tanto en sus formas como en sus procedimientos (Escuela Judicial 

Rodrigo Lara Bonilla, 2011). ¹ 

La Corte Constitucional, en la Sentencia T-291 de 2016, resaltó que la acción de tutela 

es un mecanismo "preferente, informal, sumario y expedito" diseñado para proteger los 

derechos fundamentales cuando estos se ven vulnerados o amenazados por la acción u omisión 

de una autoridad o particular (Corte Constitucional, 2016). 

 

Asimismo, en la Sentencia C-132 de 2018, la Corte Constitucional enfatizó la 

naturaleza subsidiaria de la tutela, señalando que su finalidad es evitar que los litigantes utilicen 

la tutela como una instancia adicional para resolver controversias que deberían ser tramitadas 

mediante los mecanismos ordinarios, salvo en situaciones excepcionales en las que no se cuenta 

con otro medio judicial disponible (Corte Constitucional, 2018). 

 

En cuanto a los plazos para la tramitación de la acción de tutela, los tiempos están 

claramente estipulados en el Decreto 2591, como sigue: 

 

Tres días para que el demandante corrija la solicitud (Art. 17). 
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Tres días para que la autoridad demandada rinda el informe solicitado (Art. 19). 

Tres días adicionales para la rendición de información complementaria (Art. 21). 

Diez días para concluir el trámite de la acción (Art. 29). 

Cuarenta y ocho horas para el cumplimiento del fallo (Art. 23). 

Cuarenta y ocho horas para que el juez superior haga cumplir el fallo cuando el inferior 

no lo ha hecho (Art. 27). 

Cuarenta y ocho horas para abrir investigación contra el superior renuente a cumplir 

con el fallo (Art. 27). 

Tres días para impugnar el fallo (Art. 31). 

Veinte días para fallar en segunda instancia (Art. 32). 

Diez días para enviar el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión 

(Art. 32) (Escuela Judicial Rodrigo Lara Bonilla, 2011). ² 

En relación con la pensión de vejez, la Corte Constitucional, en la Sentencia T-504 de 

2010, estableció criterios específicos para determinar la procedencia de la acción de tutela. 

Entre estos criterios destacan: 

 

La edad del solicitante, especialmente si es sujeto de especial protección. 

El estado físico y de salud del solicitante. 

El grado de afectación de los derechos fundamentales, en particular el mínimo vital. 

La carga de la prueba y argumentación que debe aportar el solicitante. 

La actividad procesal mínima desplegada por el solicitante (Corte Constitucional, 

2010). 

Estos criterios han sido esenciales para que la Corte Constitucional considere que la 
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pensión de vejez es un derecho fundamental conexo con el mínimo vital, ya que representa el 

sustento económico para quienes han aportado durante su vida laboral. Así, la pensión se 

constituye como una garantía que asegura condiciones de vida dignas para las personas en su 

vejez (Corte Constitucional, s.f.). 

 

En resumen, la acción de tutela es un procedimiento ágil y eficaz que busca proteger 

los derechos fundamentales, particularmente los de los adultos mayores, quienes 

frecuentemente la utilizan para garantizar su derecho a la pensión de vejez tanto en el régimen 

público de Colpensiones como en los fondos privados, asegurando así su mínimo vital y su 

bienestar general. 

 

LA ACCIÓN DE TUTELA VISTA DESDE LA PROTECCIÓN DEL 

DERECHO PENSIONAL DE VEJEZ 

 

 

La acción de tutela es un mecanismo judicial que permite a cualquier ciudadano 

solicitar la protección de sus derechos fundamentales ante un juez, en caso de vulneración por 

parte de una autoridad o particular. Según el artículo 2 del Decreto 2591 de 1991, la tutela 

“garantiza los derechos fundamentales. Cuando una decisión de tutela se refiera a un derecho 

no señalado expresamente por la Constitución como fundamental, pero cuya naturaleza permita 

su tutela para casos concretos, la Corte Constitucional le dará prelación en la revisión. Protege 

los derechos humanos ratificados por Colombia” (Decreto 2591, 1991, art. 2). 
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La acción de tutela puede ser procedente en dos situaciones clave relacionadas con el 

reconocimiento y pago de pensiones: 

 

Demoras en el reconocimiento de la pensión: Esto puede suceder tanto en fondos 

públicos, como Colpensiones, como en fondos privados, y cuando tales demoras afectan 

gravemente el mínimo vital del solicitante. Según Arce (2012), "el mínimo vital es un derecho 

innominado que se construye dentro de los derechos sociales fundamentales, es decir, el 

derecho que se tiene frente al Estado a recibir prestaciones esenciales". La jurisprudencia sobre 

este asunto se refleja en decisiones como las sentencias SU-430 de 1998, T-143 de 1998, T-

787 de 2002 y T-1011 de 2002. 

 

Mora en el pago de mesadas pensionales: En aquellos casos en que el pensionado no 

cuenta con otras fuentes de subsistencia y la mora en el pago afecta su calidad de vida, la tutela 

también puede proceder. La Corte Constitucional ha emitido varias decisiones al respecto, tales 

como las sentencias T-278 de 1997, T-559 de 1998, T-160 de 1997, T-009 de 1999 y SU-090 

de 2000. 

 

En estos casos, la Corte ha determinado que basta con un indicio de vulneración del 

derecho a la pensión para que la acción de tutela pueda proceder. Es decir, si se presenta una 

irregularidad en el pago de las mesadas pensionales, como una suspensión prolongada e 

indefinida de los pagos, la entidad encargada debe desvirtuar la presunción de vulneración del 

derecho. Como señala Botero (2009), "en casos de suspensión prolongada de las mesadas 
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pensionales, corresponde a la entidad demostrar la inexistencia de la vulneración". 

 

Para iniciar la acción de tutela, es necesario presentar un derecho de petición ante la 

entidad responsable (Colpensiones o un fondo privado), solicitando información sobre la 

discontinuidad en el pago de la pensión. Si la respuesta no es satisfactoria o no se obtiene en 

un tiempo razonable, se puede recurrir a la Corte Constitucional para la protección del derecho 

a la pensión en conexidad con el mínimo vital. Según Botero (2009), es fundamental 

"establecer plazos específicos para estos trámites, cuyo incumplimiento puede vulnerar el 

derecho a la seguridad social en materia pensional, junto con el derecho de petición". 

 

Desde la perspectiva de Botero (2009), existen plazos específicos que la administración 

debe cumplir en estos casos: 

 

15 días hábiles: Es el tiempo máximo para responder solicitudes en materia pensional, 

incluidas las de reajuste. En caso de que la autoridad requiera más tiempo, debe notificar al 

interesado explicando las razones y el plazo estimado para una respuesta definitiva. 

4 meses calendario: Es el plazo para dar una respuesta de fondo en solicitudes 

relacionadas con pensiones, de acuerdo con la aplicación analógica del artículo 19 del Decreto 

656 de 1994. 

2 meses calendario: Para las solicitudes de pensión de sobrevivientes, la administración 

tiene un plazo máximo de dos meses para dar una respuesta de fondo (Ley 717 de 2001, art. 1). 

6 meses: Es el plazo máximo para que la administración adopte todas las medidas 

necesarias para el reconocimiento y pago efectivo de las mesadas pensionales, según lo 
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dispuesto en la Ley 700 de 2001 (Botero, 2009).3 Desde el procedimiento probatorio tenemos:  

 

 

Carga Probatoria en la Acción de Tutela 

En cuanto a la carga probatoria en la acción de tutela, es importante señalar que no 

existe una tarifa legal estricta para las pruebas, lo que permite a ambas partes demostrar los 

hechos alegados por cualquier medio que logre convencer a la autoridad judicial. Según la 

Alcaldía Mayor de Bogotá (2021), "la informalidad probatoria es tal que la autoridad judicial, 

al analizar los medios probatorios aportados, tiene discrecionalidad para valorarlos de manera 

integral". Esto resalta la flexibilidad que caracteriza a los procesos de tutela, donde el objetivo 

principal es proteger los derechos fundamentales de manera efectiva y oportuna. 

 

 

 

 

 
3 “(…) Arce, L. (2012). El mínimo vital y los derechos sociales fundamentales. Revista de Derecho Público, 43(2), 21-34. 

Botero, J. (2009). Jurisprudencia constitucional sobre la pensión de vejez. Bogotá: Editorial Jurídica. 

Corte Constitucional. (1998). Sentencia SU-430/98. 

Corte Constitucional. (1998). Sentencia T-143/98. 

Corte Constitucional. (2002). Sentencia T-787/02. 

Corte Constitucional. (2002). Sentencia T-1011/02. 

Corte Constitucional. (1997). Sentencia T-278/97. 

Corte Constitucional. (1998). Sentencia T-559/98. 

Corte Constitucional. (1997). Sentencia T-160/97. 

Corte Constitucional. (1999). Sentencia T-009/99. 

Corte Constitucional. (2000). Sentencia SU-090/00. 

Decreto 2591 de 1991. Por el cual se reglamenta la acción de tutela. Diario Oficial, (No. 40.165). 

Ley 717 de 2001. Por la cual se adoptan disposiciones relacionadas con las pensiones de sobrevivientes. Diario Oficial, (No. 

44.646) (…) “ Esta son las principales líneas jurisprudenciales del tema de investigación.  
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La Historia Laboral como Elemento Probatorio 

Un aspecto clave en las solicitudes de tutela relacionadas con derechos pensionales es 

la historia laboral del trabajador. Según la Sentencia T-013 de 2020 de la Corte Constitucional, 

la historia laboral es un documento que contiene información sobre los aportes realizados por 

cada trabajador a los sistemas de pensiones, ya sea en fondos públicos o privados. Este 

documento refleja el tiempo laborado, el empleador, el monto cotizado, el salario, la fecha de 

pago de las cotizaciones, y otros datos relevantes. La Corte ha resaltado que este registro tiene 

importancia constitucional, ya que está vinculado con la protección de derechos fundamentales 

y facilita el reconocimiento de prestaciones laborales. 

 

Además, la Corte Constitucional  ha enfatizado que las administradoras de pensiones 

son las principales responsables de responder ante cualquier controversia que surja a partir de 

los registros en las historias laborales, debido a que son las entidades encargadas de gestionar 

esta información. La ley y la jurisprudencia exigen a estas entidades un manejo diligente y 

cuidadoso de los datos laborales, dado que su veracidad y precisión son esenciales para 

garantizar los derechos de los trabajadores. 

 

En resumen, la historia laboral constituye una prueba fundamental en los procesos de 

tutela relacionados con derechos pensionales. Este documento permite respaldar la solicitud de 

amparo ante el juez constitucional, mostrando los aportes realizados tanto por el empleador 
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como por el trabajador, y es gestionado por el fondo de pensiones elegido por el trabajador4 

 

9. CONCLUSIONES. 

 

 

De acuerdo con lo anteriormente expuesto, vemos pues que nuestro sistema de 

seguridad social integral de Colombia ha tenido grandes obstáculos y falencias, al darle 

preponderancia a los aspectos burocráticos, de forma, políticos y de intereses de las empresas 

comerciales AFP en especial Colpensiones, al no interesarse por los derechos de los usuarios 

y sólo perseguir los intereses de una empresa comercial del estado. 

Ahora bien, es una problemática que permea los estratos sociales y que en si tiene sus 

raíces en una política cruda y débil del estado colombiano, tal vez sea porque está sesgada por 

los grupos políticos dominantes o porque desde el ámbito público como Colpensiones que está 

inmerso en la ley 100 de 1993 y que las dinámicas actuales no permiten que existen equidad 

en el servicio, del mismo modo la informalidad que sigue siendo una causa bastante grave en 

el impacto social para que las personas puedan llegar a pensionarse. 

A lo largo de la historia, los trabajadores han necesitado mecanismos que les garanticen 

una vida digna en su vejez, con el fin de que sus necesidades básicas sean cubiertas en esa etapa 

 
4 Alcaldía Mayor de Bogotá. (2021). Aspectos relevantes de la acción de tutela. Recuperado de 

https://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/adminverblobawa?tabla=T_NORMA_ARCHIVO&p_NORMFIL_ID=3

9575&f_NORMFIL_FILE=X&inputfileext=NORMFIL_FILENAME 

 

Corte Constitucional. (2020). Sentencia T-013/20. Historia laboral y su relevancia en el reconocimiento de 

derechos fundamentales. 

 



48  

crucial. En este sentido, el sistema de seguridad social en Colombia ha evolucionado de manera 

lenta pero constante, destacándose importantes avances en la protección de los derechos de los 

trabajadores. Esta evolución ha sido acompañada por diversas reformas constitucionales que 

han contribuido a la ampliación de dichos derechos, en particular con la Constitución de 1991, 

que marcó un hito al proclamar el Estado Social de Derecho y priorizar la dignidad humana 

como su base fundamental (Corte Constitucional, 1991). 

 

La historia del sistema de seguridad social en Colombia revela que, en muchos casos, 

este se desarrolló con fines políticos, estableciéndose diferentes legislaciones para sectores 

específicos como las fuerzas armadas, el Congreso y empresas estatales como ECOPETROL 

(Ministerio de Trabajo, 2015). El Instituto de Seguros Sociales (ISS) jugó un papel importante 

en la administración de la seguridad social, aunque posteriormente enfrentó problemas de 

gestión que afectaron su desempeño. Los escándalos de corrupción y los problemas financieros 

llevaron a su transformación y a la creación de nuevas instituciones que mejoraran la prestación 

de servicios. 

La Constitución de 1991, enmarcada en el respeto por los derechos fundamentales, 

introdujo cambios significativos en el sistema de seguridad social. Estos derechos, inspirados 

en tradiciones europeas y sancionados por la ONU en 1948, son ahora pilares del ordenamiento 

jurídico colombiano (Iglesias Garzón, 2010). En particular, la seguridad social fue consagrada 

como un derecho fundamental, protegido por el Estado y garantizado mediante mecanismos 

específicos, como la acción de tutela, que permite su defensa efectiva (Decreto 2591 de 1991, 

art. 8). 
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La acción de tutela, regulada por el artículo 86 de la Constitución, se erige como un 

mecanismo crucial para la protección de los derechos fundamentales, incluyendo el derecho a 

la seguridad social. Esta herramienta permite a cualquier persona solicitar la intervención 

judicial cuando sus derechos son vulnerados o amenazados, y ha sido clave en el 

reconocimiento de pensiones cuando los medios judiciales ordinarios no resultan idóneos o 

eficaces (Corte Constitucional, 2011). Además, procede como mecanismo transitorio en casos 

donde existe un perjuicio irremediable, como la falta de pago de pensiones o el retraso en su 

reconocimiento, afectando el mínimo vital del afectado (Corte Constitucional, 2012). 

En conclusión, la acción de tutela ha demostrado ser una herramienta efectiva para 

garantizar la protección de los derechos fundamentales en el ámbito de la seguridad social en 

Colombia. A través de este mecanismo, los ciudadanos pueden asegurar que sus derechos no 

queden solo en la teoría, sino que se materialicen en la práctica, cumpliendo con el mandato 

constitucional de dignidad humana y justicia social. La evolución del sistema de seguridad 

social, y su consagración como un derecho fundamental en la Constitución de 1991, han sido 

pasos esenciales en la protección de los derechos de los trabajadores colombianos. 
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